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PRESENTACIÓN

¿LA APLICACIÓN DEL CÓDIGO NACIONAL DE POLICÍA Y 
CONVIVENCIA TIENE CARÁCTER PREVENTIVO? 

¿CUÁLES SON LOS COMPORTAMIENTOS CONTRARIOS A LA 
CONVIVENCIA EN LOS QUE HA HECHO ÉNFASIS LA 
IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO? 

¿EXISTEN DIFERENCIAS EN LA APLICACIÓN DEL CÓDIGO O SE 
APLICA DE MANERA HOMOGÉNEA EN EL PAÍS?

¿LAS MEDIDAS CORRECTIVAS IMPUESTAS POR LA POLICÍA 
DISUADEN DE NUEVAS CONDUCTAS CONTRARIAS A LA 
CONVIVENCIA?

¿LA IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO HA TENIDO ALGÚN EFECTO EN 
LA REDUCCIÓN DE DELITOS CONTRA LA VIDA Y LA INTEGRIDAD 
FÍSICA?

¿SE PODRÍA HABLAR DE CONDUCTAS ABUSIVAS POR PARTE DE 
LA POLICÍA?

¿QUÉ TANTA DISCRECIONALIDAD TIENE UN POLICÍA CUANDO 
APLICA EL CÓDIGO?

¿LIMITA EL CÓDIGO LAS LIBERTADES DE LA CIUDADANÍA?

¿CUÁLES SON LAS CRÍTICAS A LA IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO?

¿QUÉ AVANCES HAN TENIDO LAS ADMINISTRACIONES LOCALES 
EN LA IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO NACIONAL DE POLICÍA?

¿POR QUÉ LA CIUDADANÍA TEME DENUNCIAR IRREGULARIDADES 
Y ABUSOS EN LA APLICACIÓN DEL CÓDIGO?

¿LA IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO HA AUMENTADO LA 
CORRUPCIÓN POLICIAL?

¿HAY FORMA DE CONTROLAR EFECTIVAMENTE LA ACCIÓN DE LA 
POLICÍA? 

Contenido
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Presentación

La puesta en marcha del Código de Policía (CNPC) requirió de un proceso 

de ajuste durante el cual las instituciones y la ciudadanía comenzaron a cono-

cerlo. Durante este período, ambos debieron prepararse para el ajuste de las 

reglas del juego en materia de convivencia entre ciudadanos, y entre estos y las 

autoridades. Las instituciones responsables, en especial La Policía y las alcal-

días, tuvieron un periodo para entrenar a su personal, y de ajustar los procesos 

y la logística necesaria para la aplicación de la norma. Más de año y medio 

después de su puesta en marcha, la FIP revisó cómo va la implementación de 

esta norma en materia de convivencia y 

seguridad, así como sus posibles efectos 

en algunos aspectos económicos y so-

ciales. Esta serie de preguntas pretenden 

responder algunos de los interrogantes 

planteados en la investigación adelanta-

da en las cinco ciudades principales del 

país: Bogotá, Cali, Medellín, Barranquilla 

y Bucaramanga.

Más de año y medio 
después de la puesta 

en marcha del Código 
de Policía (CNPC), la 
FIP revisó cómo va la 

implementación de esta 
norma en materia de 

convivencia y seguridad
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01.
¿La aplicación del Código 
Nacional de Policía y 
Convivencia tiene carácter 
preventivo? 

El primer artículo del CNPC señala que las dispo-

siciones previstas son de carácter preventivo. Según 

los datos oficiales, durante poco más de año y me-

dio se registraron en todo el país cerca de un millón 

de comportamientos contrarios a la convivencia y 

se impusieron más de dos millones de medidas co-

rrectivas. Observando la tendencia de los comporta-

mientos contrarios a la convivencia, pudimos esta-

blecer, durante los primeros seis meses de aplicación 

(etapa pedagógica) que el número de registros se 

mantuvo estable y a un nivel relativamente bajo. Lo 

ideal era que durante este período la Policía lograra 

realizar un trabajo pedagógico para que la ciudada-

nía comprendiera y se ajustara al nuevo Código. Este 

tiempo prudencial debería haber tenido efectos pre-

ventivos, de manera que cuando entraran en vigen-

cia las sanciones económicas, no se incrementaran 

exponencialmente la imposición de medidas frente a 

una ciudadanía que aún estaba adaptándose.

Sin embargo, esto no ocurrió. Por el contrario, los 

datos muestran que tan solo un día después de que las 

multas generales y especiales entraran en vigencia, el 

número de comportamientos sancionados se dobló, y 

al término de ese mes (agosto 2017) el aumento fue del 

77% con respecto a julio. El cambio abrupto en la ten-

dencia de la serie nacional lleva a presumir que el pe-

ríodo pedagógico fue muy corto e insuficiente, o que 

hubo un aliciente para que súbitamente las autorida-

des impusieran un gran número de multas. Para abril 

de 2018 , observamos un crecimiento acelerado en los 

registros, elevando casi un 60% el promedio diario con 

respecto al primer trimestre del año (ver gráfica 1). 

Aunque formalmente el Código no tiene un ca-

rácter sancionatorio, durante el período analizado 

más del 40% de las medidas correctivas se concen-

traron en multas, en especial en multas tipo 2 y tipo 

4 (8 y 32 salarios mínimos diarios legales vigentes). 

En contraste, las medidas de naturaleza formativa y 

educativa —como la participación en programas co-

munitarios y pedagógicos—, concentraron el 17%, y 

las amonestaciones constituyeron tan solo el 0.4% del 

total de medidas impuestas. 

Encontramos además que, con el paso de los me-

ses, la diferencia entre comportamientos sanciona-

Tendencia comportamientos contrarios a la convivencia serie nacional

Gráfica 1.

Fuente: Registro nacional de medidas correctivas 2018. Elaboración FIP 
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dos y medidas correctivas impuestas es mayor, lo que 

refleja un aumento en la severidad de la aplicación del 

código. Esta relación fue de 2 a 1 en el primer año de 

aplicación, y aumentó sensiblemente en el primer se-

mestre de 2018 (ver gráfica 2). Según la información 

recopilada en las ciudades de estudio, las principales 

quejas de la comunidad y de algunas inspecciones de 

policía giraron en torno a la sanción de varios com-

portamientos y la imposición de diversas medidas 

correctivas en un mismo procedimiento.

Analizando la tendencia de los datos, podemos 

concluir que las variaciones importantes en la serie 

nacional pueden responder más a la llegada de la lo-

gística necesaria para la imposición de multas y al 

afán de imponer sanciones económicas que a estra-

tegias preventivas y de tipo pedagógico, las cuales 

deberían ser el centro de la aplicación del Código.

02.
¿Cuáles son los 
comportamientos contrarios 
a la convivencia en los 
que ha hecho énfasis la 
implementación del Código? 

Existen alrededor de 357 comportamientos con-

trarios a la convivencia que pueden ser sancionados. 

De manera general, 10 de ellos concentran el 75% del 

total de los registros1. Desde la entrada en vigencia 

del Código, en enero de 2017 y agosto de 2018, el 45% 

de los registros se concentró en conductas relacio-

nadas con el consumo de alcohol y sustancias psi-

coactivas en el espacio público (23%), porte de armas 

corto punzantes (14%) y riñas (8%) (ver tabla 1). Con 

el paso de los meses los registros tienden a concen-

trarse aún más en estos tres comportamientos.

La mayoría de los comportamientos sancionados 

corresponden a conductas en flagrancia, lo que po-

dría reflejar que el trabajo de las autoridades no res-

ponde a estrategias focalizadas o a una planeación 

del servicio de vigilancia asociada a las problemáti-

cas del barrio o cuadrante, sino que están concen-

trándose en generar resultados operativos de fácil 

consecución. Tan solo dos comportamientos que se 

encuentran en las conductas más frecuentes podrían 

Comportamientos contrarios a la 
convivencia VS Medidas correctivas 

Gráfica 2

Fuente: (PONAL, Registro nacional de medidas correctivas , 2018). 
Elaboración FIP 
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1	 1)Consumir bebidas alcohólicas, sustancias psicoactivas o prohibidas en, en 
el espacio público 2) Portar armas, elementos cortantes, punzantes, 3) Reñir, 
incitar o incurrir en confrontaciones violentas que puedan derivar en agresio-
nes físicas. 4) Portar sustancias prohibidas en el espacio público. 5) Irrespetar 
a las autoridades de policía. 6) Ocupar el espacio público en violación de las 
normas vigentes. 7) Incumplir, desacatar, desconocer e impedir la función o la 
orden de policía. 8) Realizar necesidades fisiológicas en el espacio público. 9) 
Evadir el pago de la tarifa, validación, tiquete o medios del servicio de trans-
porte público de pasajeros. 10) Desarrollar la actividad económica sin cumplir 
cualquiera de los requisitos establecidos en la normatividad vigente. 
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corresponder a una planeación de las autoridades 

asociada a problemáticas priorizadas y focalizadas: 

ocupar el espacio público indebidamente y desarro-

llar actividades económica sin cumplir los requisi-

tos . Cabe mencionar que, según los resultados del 

análisis espacial, no hay una correspondencia entre 

la aplicación del Código y las llamadas de la comuni-

dad realizadas a las líneas de atención y emergencia.

Por citar un ejemplo, las quejas más frecuentes 

expresadas por la comunidad durante este estudio, 

así como los resultados de las encuestas de percep-

ción en las ciudades y una de las principales razones 

de llamadas a las líneas de emergencia, tienen que 

ver con el ruido; sin embargo, según los datos oficia-

les, esta conducta sólo concentra el 0.6% del total de 

los registros del RNMC (Registro nacional de medi-

das correctivas). 

Un aspecto muy importante es que los compor-

tamientos de irrespeto a la autoridad y el desacato a 

las órdenes de policía concentran el 9% del total de 

los registros, y se fueron incrementando a lo largo de 

los períodos de análisis. Junto con la percepción de 

la comunidad, tomada de las entrevistas realizadas a 

diferentes actores, este importante porcentaje puede 

interpretarse como un intento de las autoridades por 

ganar legitimidad y respeto en el proceso de interac-

ción cotidiana con la ciudadanía.

Por otro lado, encontramos que la incidencia de 

los comportamientos sancionados relacionados con 

la actividad comercial (tiendas o establecimientos de 

comercio), es mucho mayor que los asociados con las 

personas naturales. Durante el tiempo de implemen-

tación del Código, el número de comportamientos 

sancionados que afectan la actividad económica ex-

perimentó aumentos considerables. Un cálculo apro-

ximado de tasa de aplicación del Código nos permitió 

establecer que se han sancionado seis veces más los 

comportamientos relacionados con establecimientos 

de comercio que con ciudadanos comunes. El por-

centaje de pagos y cumplimiento de las medidas co-

rrectivas por parte de las personas naturales es mar-

ginal, lo que supone que el mayor peso del Código, 

en términos monetarios, termina recayendo sobre los 

comerciantes.

Comportamientos contrarios a la convivencia registrados en Colombia. 
TOP 10 (enero 2017 - agosto 2018)

Tabla 1

2	 Desarrollar la actividad económica sin cumplir cualquiera de los requisitos establecidos en la normatividad vigente y ocupar el espacio público en violación de las normas vigentes

Artículo Numeral Cantidad % en el 
Total

Art 140 - Comportamientos 
contrarios al cuidado e 
integridad del espacio público

Num 7 - Consumir bebidas alcohólicas, sustancias 
psicoactivas o prohibidas en estadios, coliseos, 
centros deportivos, parques, hospitales, centros de 
salud y en general, en el espacio público, excepto 
en las actividades  autorizadas  por la autoridad 
competente.

227671 23%
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Art 27 - Comportamientos 
que ponen en riesgo la vida e 
integridad

Num 6 - Portar armas, elementos cortantes, 
punzantes o semejantes, o sustancias peligrosas,  
en áreas comunes o lugares abiertos al público. Se 
exceptúa a quien demuestre que tales elementos 
o sustancias constituyen una herramienta de su 
actividad deportiva oficio, profesión o estudio.

144035 14%

Art 27 - Comportamientos 
que ponen en riesgo la vida e 
integridad

Num 1 - Reñir, incitar o incurrir en confrontaciones 
violentas que puedan derivar en agresiones físicas. 81562 8%

Art 140 - Comportamientos 
contrarios al cuidado e 
integridad del espacio público

Num 8 - Portar sustancias prohibidas en el espacio 
público. 73350 7%

Art 35 - Comportamientos 
que afectan las relaciones 
entre las personas y las 
autoridades

Num 1 - Irrespetar  a las autoridades de policía. 47770 5%

Art 140 - Comportamientos 
contrarios al cuidado e 
integridad del espacio público

Num 4 - Ocupar el espacio público en violación de 
las normas vigentes. 43781 4%

Art 35 - Comportamientos 
que afectan las relaciones 
entre las personas y las 
autoridades

Num 2 - Incumplir, desacatar, desconocer e impedir 
la función o la orden de policía. 41538 4%

Art 140 - Comportamientos 
contrarios al cuidado e 
integridad del espacio público

Num 11 - Realizar necesidades fisiológicas en el 
espacio público. 37145 4%

Art 146 - Comportamientos 
contrarios a la convivencia 
en los sistemas de transporte 
motorizados o servicio 
público de transporte masivo 
de pasajeros

Num 7 - Evadir el pago de la tarifa, validación, 
tiquete o medios que utilicen los usuarios para 
acceder a la prestación del servicio esencial de 
transporte público de pasajeros, en cualquiera de 
sus modalidades.

32123 3%

Art 92 - Comportamientos 
relacionados con el 
cumplimiento de la 
normatividad que afectan la 
actividad económica

Num 16 - Desarrollar la actividad económica sin 
cumplir cualquiera de los requisitos establecidos en 
la normatividad vigente.

24839 2%

Otros Otros 256407 25%

TOTAL   1010221 100%

*Periodo: enero 31 de 2017 - 20 de agosto de 2018 

Fuente: (PONAL, Registro nacional de medidas correctivas , 2018). Elaboración FIP
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03.
¿Existen diferencias en la 
aplicación del Código o se 
aplica de manera homogénea 
en el país? 

La implementación del Código se ha dado de ma-

nera heterogénea y ha dependido de las diferencias 

de los contextos específicos, las estrategias policia-

les y la inversión y capacidad técnica de las admi-

nistraciones locales. El 65% de los registros se con-

centra en cinco departamentos, dentro de los cuales 

sobresale Atlántico en la segunda posición, después 

de Bogotá. De manera general, el consumo de alco-

hol y sustancias en el espacio público concentran la 

mayoría de los casos en todos los departamentos. En 

Atlántico, Valle, Antioquia y Risaralda este porcenta-

je se encuentra alrededor del 30%, mientras que en el 

resto del país entre el 15% y 20%. Los departamentos 

de la costa Caribe obtienen una mayor participación 

en los comportamientos que afectan las relaciones 

con las autoridades, como irrespeto y desacato.

Aunque la tendencia es creciente, cada una de las 

ciudades presenta patrones distintos. En Medellín, 

Cali y Barranquilla, una vez implementadas las san-

ciones económicas, los cambios fueron más pronun-

ciados. En Bogotá y Bucaramanga observamos un 

incremento continuo de los comportamientos san-

cionados. La dispersión de los datos muestra que la 

aplicación del Código no ha sido constante y que en 

algunas ciudades, como Bogotá, es menor. De ma-

nera general, sin embargo, para el resto de ciudades 

las diferencias diarias entre el número de comporta-

mientos sancionados son muy altas. (ver gráfica 3)

Dejando a un lado el “consumo de alcohol y sus-

tancias psicoactivas en el espacio público”, que se ubi-

ca en el primer lugar en la mayoría de las ciudades, la 

distribución de las conductas de cada ciudad pareciera 

responder a las problemáticas locales. En Bogotá, por 

ejemplo, los registros relacionados con la “evasión de 

pago de la tarifa del sistema de trasporte público” ocu-

pan el tercer lugar (8%); en Medellín y Cali, el “porte 

de sustancias prohibidas en el espacio público” se en-

cuentra en el segundo lugar (12%); en Barranquilla, el 

“irrespeto a la autoridad” constituye el 7% del total de los 

registros; y en Bucaramanga, las “riñas” se ubican en 

el segundo lugar, con el 12%. Según el cálculo aproxi-

mado de la tasa de aplicación del Código, encontramos 

que, en lo relacionado con establecimientos comercia-

les, ciudades como Ibagué, Barranquilla y Montería se 

encuentran por encima de lo que se registra en Bogotá, 

e incluso del promedio nacional. En cuanto a compor-

tamientos asociados con ciudadanos, Pasto, Neiva, Ba-

rranquilla, Pereira, Bucaramanga y Montería, superan 

la tasa calculada para Bogotá y el promedio nacional. 

Esta implementación diferencial del Código se re-

gistra como un aspecto positivo que permite priorizar 

la acción de la Alcaldía y la Policía hacia las problemá-

ticas particulares de cada ciudad y también como un 

gran reto para aquellas ciudades que cuentan con ca-

pacidades limitadas en materia de seguridad y convi-

vencia.

Tasa aproximada de comportamientos 
personas vs establecimientos

Tabla 2

Objeto 2017 Tasa 2017 
10.000

Establecimientos 27.528 699

Personas 366.082 114

Total 393.610  -

Fuente: (PONAL, Registro nacional de medidas correctivas , 2018). 
Elaboración FIP
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04.
¿Las medidas correctivas 
impuestas por la Policía 
disuaden de nuevas conductas 
contrarias a la convivencia?

La información recolectada nos permitió eviden-

ciar que el ciudadano común no da mayor impor-

tancia a la imposición de las medidas correctivas y 

mucho menos a su pago. Esto puede estar asociado a 

la baja credibilidad que tiene la Policía para los ciuda-

danos y también a los pocos incentivos para pagar3. 

La respuesta de los establecimientos de comercio es 

diferente: tienden a cumplir con las medidas impues-

tas ya que existe una mayor certeza sobre las con-

secuencias del incumplimiento para su negocio tanto 

en términos económicos como comerciales. 

En Bogotá, el ciudadano común, solo paga el 3% 

de los comparendos que le imponen y apenas el 21% 

cumple con la asistencia a los cursos pedagógicos4. 

Cuando la medida se impone a un establecimiento 

de comercio, la situación es diferente. En este caso 

se identifican cuatro consecuencias negativas: pri-

mera, que, si la medida es el cierre temporal del es-

tablecimiento, la pérdida económica puede ser muy 

alta; segunda, que las sanciones son acumulables y 

conllevan a una suspensión definitiva de la actividad; 

tercera, que las multas son las más altas, y cuarta, 

que los comerciantes no pueden renovar el registro 

Comparativo de comportamientos contrarios a la convivencia en 
Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla

Gráfica 3

Fuente: (PONAL. Registro nacional de medidas correctivas , 2018). Elaboración FIP
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3	 El artículo 183 del CNPC establece las consecuencias por no atender las me-
didas correctivas.

4	 Reporte de Comparendos, Cursos y Pagos de la Policía Nacional en Bogotá. 
Secretaria Distrital de Seguridad.
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mercantil. En Bogotá, las multas relacionadas con el 

artículo 92 se pagan aproximadamente en más del 

50% de los casos5. 

Salvo en el caso de los comerciantes, la imposi-

ción de medidas correctivas aún no constituye un 

elemento disuasivo para el mejoramiento de las con-

diciones de convivencia en las ciudades. Valdría la 

pena reflexionar sobre mecanismos efectivos que 

incentiven el cumplimiento de las medidas correcti-

vas impuestas, de manera que su cumplimiento no se 

limite solamente a los comerciantes, sino también a 

todos los ciudadanos que desarrollan conductas con-

trarias a la convivencia. 

La gráfica 2 muestra que, a pesar de la imposi-

ción de medidas correctivas, el número de compor-

tamientos contrarios a la convivencia continúa au-

mentando. 

05.
¿La implementación del Código 
ha tenido algún efecto en la 
reducción de delitos contra la 
vida y la integridad física?

Aunque la aplicación del Código no busca tener 

efectos específicos sobre la reducción de delitos 

contra la vida y la integridad física, tal como lo ma-

nifestaron algunos entrevistados, los problemas de 

convivencia muchas veces pueden desencadenar 

en delitos como lesiones personales y homicidios. Al 

preguntar por los efectos positivos del Código entre 

las autoridades de policía, la respuesta generalmente 

se inclinaba hacia la reducción de lesiones persona-

les y, en ocasiones, del homicidio. 

Luego de diferentes ejercicios de evaluación de 

impacto, no pudimos establecer la existencia de una 

relación concluyente entre la aplicación de medidas 

correctivas y la reducción de la actividad delicti-

va asociada a homicidios y lesiones personales. Los 

resultados de los modelos sugieren que las multas 

impuestas a comportamientos que afectan la vida e 

integridad de las personas no tienen un efecto signi-

ficativo sobre la actividad delictiva6.

A partir de una estimación de un modelo eco-

nométrico de panel con efectos fijos, encontramos 

que, a nivel nacional, las multas “tipo 2” no tienen un 

efecto significativo sobre el número de homicidios ni 

sobre las lesiones personales. 

Efecto de las multas Tipo 2 sobre los 
homicidios y lesiones personales 

Tabla 3

Variable dependiente: Multa Tipo 2

Homicidios

-0,0009

(0,003)

Lesiones personales
0,006

(0,004)

Observaciones 21,318

Municipios 1.122

Efectos fijos Mpio P

Efectos fijos de Mes P

Control P

Errores estándar en paréntesis. 
*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1

variables en log

5	 Queda la inquietud de que ocurre con el 50% restante: ¿Continúa operando de 
manera irregular? ¿Se expone a nuevas sanciones? ¿Realiza un arreglo ilegal 
para que no lo multen de nuevo?

6	 Cálculo aproximado, ya que no contamos con el registro exacto de multas im-
puestas a cada comportamiento. 
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Con el ánimo de hacer un análisis más específico, 

estimamos el efecto de la imposición de medidas co-

rrectivas sobre los homicidios asociados a riñas en 

Cali. Al no encontrar efectos significativos, sugeri-

mos que dicha relación no existe. 

Como señalamos en la pregunta anterior, la au-

sencia de un efecto disuasivo en la aplicación del 

Código hace muy difícil determinar la existencia de 

efectos reales en la reducción de los delitos; de hecho, 

la tendencia de los comportamientos contrarios a la 

convivencia es creciente y no parece estar respon-

diendo a las medidas correctivas impuestas. Según 

las más recientes encuestas de victimización en las 

principales ciudades, la percepción de inseguridad 

ha aumentado con respecto al año anterior.7

06.
¿Se podría hablar de conductas 
abusivas por parte de la 
policía?

Según nuestro análisis cualitativo, sí se podría 

hablar de riesgos de abuso. Por medio de entrevistas 

realizadas a la comunidad, a las instituciones y a las 

autoridades locales de policía en cinco ciudades, pu-

dimos establecer que existe un alto riesgo de corrup-

ción y abuso policial frente a los comportamientos 

contrarios a la convivencia que afectan la actividad 

económica (artículo 91 y s.s.) y frente a las conduc-

tas relacionadas con el porte de sustancias estupefa-

cientes o sicotrópicas, regulado mediante el decreto 

1844 de 2018.

Aunque la implementación del Código lleva poco 

tiempo, es notoria la falta de preparación de algunas 

de las entidades que tienen responsabilidades en su 

implementación. Algunos de los entrevistados ma-

nifestaron preocupaciones específicas en torno a 

los visibles márgenes de discrecionalidad de las au-

toridades; la tendencia de los policías a imponer las 

medidas correctivas más severas en todos los casos, 

así como de sancionar varios comportamientos en un 

mismo procedimiento y de hacerlo en exceso con el 

“irrespeto a la autoridad”; el bajo esfuerzo de la poli-

cía por usar procedimientos de mediación o realizar 

llamados de atención a través de amonestaciones; la 

falta de preparación de la policía y de otras entidades 

para aplicar la norma; la corrupción en forma de so-

borno o extorsión, y las dificultades que se encuen-

tran para hacer reclamaciones y apelaciones de las 

decisiones tomadas por la policía.

Efectos en Homicidios asociados 
a riñas en Cali 

Tabla 4

Variable dependiente: Homicidios

Multas Tipo 2
-0,049

(0,043)

Número de observaciones 468

Número de manzanas 51

Efectos fijos de manzana P

Efectos fijos de mes P

Errores estándar en paréntesis
***p <0.01, **p <0.05, * p<0.1

variables en log

7	 Según la Cámara de Comercio de Bogotá, el 53% de las personas consultadas percibió que la inseguridad ha aumentado en la ciudad. Se ubicó 3 puntos por encima de la 
medición del primer semestre de 2017 y está 4 puntos por encima del promedio histórico.
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07.
¿Qué tanta discrecionalidad 
tiene un policía cuando aplica el 
Código?

Es necesario entender que la actividad de policía 

involucra una alta discrecionalidad, lo que no significa 

que pueda actuar de manera arbitraria ni violando los 

derechos de los ciudadanos. Pero la actuación discre-

cional es tan amplia que un policía tiene la facultad de 

escoger, entre otras cosas, sus objetivos; los distin-

tos medios; lo que debe hacer con el caso —si aplica 

una mediación o impone una medida correctiva—, 

así como decidir sobre el tipo de medida correctiva 

disponible para el caso específico y sobre los proce-

dimientos en terreno. En la actualidad, esta discrecio-

nalidad es aún más amplia: se espera que un policía 

aplique su juicio para distinguir entre un consumidor 

y un expendedor, reconocer una droga alucinógena y 

aplicarlo en el manejo de la protesta social. 

El Código establece claramente sus objetivos y, 

además, estipula los principios de proporcionalidad 

y razonabilidad en la adopción de medios de policía, 

así como las medidas correctivas y de necesidad que 

limita a la policía a hacer rigurosamente necesario e 

idóneo para alcanzar el fin perseguido.

08.
¿Limita el Código 
las libertades de la 
ciudadanía?

El Código incorporó en un mismo instrumento 

todo lo relacionado con la actividad policiva del Esta-

do: poder, función y actividad de policía. Esta unifica-

ción agrupó en el Ministerio de Defensa la regulación 

de toda la actividad de Policía del Estado.

Esta concentración genera oportunidades y re-

tos: es una oportunidad para liderar una articulación 

efectiva entre distintas instituciones cuyas funcio-

nes están relacionadas con seguridad y convivencia, 

pero genera retos relacionados con la regulación y 

limitaciones de las libertades en aras de la seguridad 

ciudadana y, por esta vía, puede llevar al estableci-

miento de estados policivos en el cual los derechos 

de las personas estén al arbitrio de la fuerza pública. 

De la manera en que las autoridades entiendan e 

implementen el Código depende que cumpla el ca-

rácter preventivo y de establecimiento de condicio-

nes de convivencia con el cual ha sido presentado. O, 

por el contrario, que se generen escenarios represi-

vos que contribuyan a la limitación del ejercicio de los 

derechos y libertades ciudadanas.

09.
¿Cuáles son las críticas 
a la implementación del 
Código?

Los entrevistados reconocen los avances, pero ex-

presan situaciones negativas que deben corregirse:

•	 No escuchar las explicaciones de los ciu-

dadanos y amenazarlos con imposición de 

multas. Algunos entrevistados expresaron 

que, a partir de la expedición del Código, los 

policías se han vuelto intolerantes con los 

ciudadanos. No escuchan explicaciones; en 

cambio, amenazan con la imposición de di-

versas sanciones y comparendos. Además, 

que en un mismo procedimiento se imponen 

hasta cuatro comparendos, derivados de la 

respuesta agresiva de las autoridades. 

•	 La imposición de multas tipo 4, de máximo 

valor en situaciones que no lo ameritan. En 
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los análisis encontramos inconsistencias 

concretas en el número de multas tipo 4 y 

tipo 2 frente al número de comportamientos 

objeto de estas multas (ver diferencias entre 

las curvas a partir de Julio de 2017).

•	 Amedrentar a los ciudadanos con la impo-

sición de medidas correctivas brindando 

información imprecisa, en vez de propiciar 

el aprendizaje. Es el caso de Cali, donde los 

tenderos han implantado quejas a Fenalco 

manifestando que la policía constantemente 

los amenaza con multas que no son cohe-

rentes con lo definido en el Código.

•	 Solicitar documentos no requeridos en las 

labores de vigilancia y control relacionados 

con los comportamientos que afectan la ac-

tividad económica. 

•	 Uso de un trato verbal o físico violento con-

tra los ciudadanos, como empujones, humi-

llaciones insultos, burlas e intimidación.

•	 Irregularidades justificadas en una buena 

causa o por desconocimiento.

•	 Irregularidades o conductas abusivas debi-

do a la presión de producir resultados ope-

rativos.

Fuente: (PONAL, Registro nacional de medidas correctivas , 2018)Elaboración FIP 

Comparativo comportamiento contrario a la convivencia objeto 
de Multa 4 vs Número de Multa 4 impuestas a nivel nacional. 

Gráfica 4
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10.
¿Qué avances han tenido las 
administraciones locales en 
la implementación del Código 
Nacional de Policía?

En cuanto al comercio, algunas administraciones 

locales, como la de Bucaramanga, han desarrollado 

campañas de legalización de la actividad económica 

para minimizar el impacto sobre los comerciantes. 

En Medellín, la personería ha emitido conceptos so-

bre le medición del ruido para evitar arbitrariedades 

en las sanciones. 

Con respecto a la infraestructura necesaria para 

la implementación del Código, ciudades como Bogotá 

han avanzado en la dotación de centros de atención 

a los habitantes de calle y Barranquilla en la adecua-

ción de espacios suficientes para dictar los cursos 

pedagógicos y atender oportunamente las necesida-

des de la ciudadanía. En Bucaramanga, la puesta en 

marcha de la infraestructura necesaria para atender 

los requerimientos del Código ha sido marginal. 

Tal como lo manifestaron los funcionarios de las 

alcaldías, de manera general, los comités civiles de 

convivencia8 se vienen llevando a cabo regularmen-

te, involucrando los miembros mínimos establecidos 

para su desarrollo. Según se estableció, aún es ne-

cesario fortalecer estos escenarios de manera que 

los asistentes y los temas abordados sean los más 

relevantes para asegurar la articulación, alineación y 

transparencia necesaria para que la implementación 

del código logre su máxima efectividad.

11.
¿Por qué la ciudadanía teme 
denunciar irregularidades y 
abusos en la aplicación del 
Código?

Es necesario entender que no todas las faltas de 

integridad son corrupción (estas últimas tienden a 

estar claramente tipificadas en el Código Penal). Sin 

embargo, hay una serie de conductas abusivas e irre-

gulares de algunos funcionarios no contempladas allí 

que afectan la integridad de la prestación de un ser-

vicio público y desconocen el derecho ciudadano a 

un trato respetuoso por parte de las autoridades, así 

como la ética y el profesionalismo institucional. Ha-

cer esta distinción no es fácil para el ciudadano. Aun-

que las conductas abusivas e irregularidades no sean 

una forma de corrupción (no tipificadas), se presen-

tan de manera más diversa y a veces intangible.

Denunciar los abusos e irregularidades es muy 

importante porque permite corregir las deficiencias 

en la prestación de los servicios del Estado. Sin em-

bargo, hacerlo presenta retos mayores a la ciudada-

nía que la desaniman, y eso priva a las instituciones 

de esta información. Algunos de los principales obs-

táculos son los siguientes: 

Los ciudadanos encuentran barreras institucio-

nales para denunciar un abuso o una irregularidad. 

Las instituciones no cuentan con mecanismos ac-

cesibles al público y que garanticen objetividad para 

reportar los abusos y las irregularidades cometidas 

por sus funcionarios.

En el caso de abusos por parte de la Policía, se 

percibe un espíritu de cuerpo, una especie de com-

plicidad que desestimula la denuncia por la descon-

fianza sobre la posibilidad de una acción efectiva que 

proteja al ciudadano. También existe la percepción de 

que estos reportes pueden tener consecuencias per-

sonales negativas para quienes los hacen.

8	 Art 19. Créanse los comités civiles de convivencia en cada municipio, cuyo 
objeto será analizar hechos y fenómenos que afectan la convivencia, así como 
tramitar las quejas, denuncias, peticiones o reconocimientos reportados en 
relación con la función y la actividad de policía, priorizando los casos relacio-
nados con actuaciones donde hubieran podido verse afectados los intereses 
colectivos. 
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Hacer un reporte relacionado con un abuso poli-

cial o de cualquier otro funcionario es una tarea muy 

complicada para un ciudadano corriente, debido a 

que se lo está haciendo a la misma entidad que pro-

dujo el abuso o la irregularidad, la cual, a su vez, pue-

de justificar de manera sistemática la conducta de su 

agente.

Algunos sistemas policiales tienden a minimizar 

este tipo de conductas con el objeto de no generar 

inseguridad en el personal, y que ello no debilite su 

acción para aplicar las normas.

En algunas ciudades,los funcionarios de la perso-

nería son contratados por la Secretaría de Gobierno. 

Esta vinculación resta independencia y efectividad a 

la labor del personero en su función de vigilancia y 

control sobre la gestión de la administración local.

La mayor parte de quienes participaron en el es-

tudio expresaron que no denuncian los abusos o irre-

gularidades —en especial de la Policía—, por temor a 

represalias.

12.
¿La implementación del Código 
ha aumentado la corrupción 
policial?

No es posible afirmarlo ni negarlo, porque no hay 

acceso a los datos que permitan analizar el com-

portamiento de las quejas o las denuncias contra la 

Policía u otras autoridades responsables de su im-

plementación. Sin embargo, pequeños negocios —en 

especial tenderos—, han manifestado ser víctimas 

permanentes de “vacunas o mordidas”. 

El caso más notorio, encontrado en todas las ciu-

dades del estudio, es el de un gran número de comer-

ciantes que abrieron sus establecimientos en zonas 

donde las disposiciones de uso del suelo (ubicación, 

destinación) no lo permite. Esto llevó a que los nego-

cios se establecieran, funcionaran y se consolidaran 

por años sin acciones definitivas por parte de la au-

toridad para asegurar que las normas sobre uso del 

suelo se cumplieran. Con la aplicación del nuevo Có-

digo y la ampliación de las facultades a la policía, se 

está exigiendo el cumplimento de las normas de uso 

de suelo; dado que muchos comerciantes no pueden 

cumplir con estos reglamentos, se genera una opor-

tunidad para que la policía incurra en cohecho y con-

ductas abusivas. 

El problema de fondo es que muchos de estos co-

merciantes tenían conocimiento de la infracción que 

cometían abriendo su establecimiento en violación 

de las normas de uso de suelo. Sin embargo, la inac-

ción oportuna de la autoridad les ha permitido am-

pararse en el principio de la confianza legítima, que 

se fundamenta en el principio de buena fe estipulado 

en el artículo 8 de la Constitución, y les ha permitido 

continuar con su actividad. Esto pone a los comer-

ciantes en una situación de irregularidad que les pue-

de acarrear el cierre del establecimiento y costosas 

sanciones, por lo que muchos negocian de manera 

ilegal con la autoridad, profundizando cada vez más 

su vulnerabilidad y su estado de irregularidad que 

es aprovechado por los corruptos. En muchos casos, 

estas situaciones terminan normalizándose y justifi-

cándose por el ciudadano y la autoridad.

13.
¿Hay forma de controlar 
efectivamente la acción de la 
policía? 

En la actualidad no existen mecanismos de ac-

ceso público que permitan controlar ni conocer el 

comportamiento policial en la aplicación del Código. 

La ley 1801 de 2016 ordenó el establecimiento de un 

Sistema Único para el mejoramiento y prevención de 
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los abusos en la actividad de policía (artículo 235 del 

CNPC), que no ha sido implementado. Además, el ac-

ceso a los procesos disciplinarios adelantados por la 

policía es restringido, lo que hace difícil su control. 

Esto le pone trabas a cualquier esfuerzo. ¿Cómo se 

podría fortalecer entonces la legitimidad y confianza 

de la ciudadanía en la Policía? 

La opción clásica es el establecimiento de un sis-

tema efectivo de accountability que fortalezca los 

controles internos (procesos de control adminis-

trativo, gerencial y de auditoria interna, así como el 

control disciplinario), y los externos (el Congreso Na-

cional sobre el sector seguridad, la justicia ordinaria 

y la Procuraduría) ya que resultan esenciales para 

fomentar la transparencia. 

Sin embargo, estos se quedan cortos frente a la 

magnitud y complejidad que abarca el servicio po-

licial. Por ello, deben complementarse con meca-

nismos independientes no institucionales, como los 

cuerpos externos a la policía que realicen control y 

supervisión; las comisiones externas y de quejas; los 

cuerpos anticorrupción y las comisiones o cuerpos 

ad-hoc. Este tipo de mecanismos se han usado sola-

mente para establecer comisiones consultivas tem-

porales cuyo objeto ha sido dar recomendaciones, 

normalmente como reacción a un escándalo. El único 

intento de establecer un Comisionado Externo de Po-

licía establecido en la Ley 62 de 1993, fue saboteado 

por la misma Policía.

Esta idea es coherente con el hecho de que la ciu-

dadanía le ha conferido a la policía el uso exclusivo 

de la fuerza para el mantenimiento y control del or-

den social. Por eso, una Policía democrática tiene la 

obligación de que sus poderes y atribuciones sean 

contralados por la ciudadanía a través de procesos 

de accountability. Esto implica que el servicio Policial 

—desde la prestación del servicio de vigilancia en los 

cuadrantes hasta el diseño de las estrategias policia-

les, procedimientos y presupuestos—, debe tener un 

control civil externo y estar abierto a la observación 

y control de otras entidades.

El control sobre la Policía no solo debe incluir los 

procedimientos administrativos, del Congreso y ju-

diciales, sino también la verificación de la manera 

como trabajan, a través de comisiones que evalúen 

desde la observancia y protección de los derechos 

humanos, hasta el ejercicio de derechos, su profesio-

nalismo y buen servicio.

Nuestra recomendación es que se impulse una 

instancia externa e independiente de control y su-

pervisión policial como una herramienta clave que 

complemente los esfuerzos institucionales para for-

talecer la confianza y legitimidad de la ciudadanía en 

la Policía. 
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